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	Delito
	Homicidio tentado y agravado, Hurto Calificado-Agravado, Porte Ilegal de Arma


	Ofendidos
	Mónica Lorena García Peláez y Diego Alejandro Barco Giraldo.


	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal del Circuito


	Asunto:
	Se conoce del fallo de condena proferido el trece (13) de Diciembre/05, en virtud de la apelación interpuesta por el defensor.



El suscrito Magistrado Ponente de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

- Se supo, que el día dieciséis (16) de Mayo del año próximo pasado, en horas de la mañana y por el sector de la carrera 26 con calle 68 bis del barrio Cuba de esta capital, amigos de lo ajeno se transportaban en una motocicleta, de la cual descendió el hoy acusado quien viajaba como parrillero y se dirigió hacia el lugar donde estaba la señora MÓNICA LORENA GARCÍA para despojarla de un bolso que contenía una gruesa suma de dinero, el mismo que momentos antes había retirado de una casa de giros. A esta dama la auxilió su cuñado DIEGO ALEJANDRO BARCO GIRALDO, en contra del cual la emprendió el hurtador quien accionó el arma que llevaba consigo y lo hirió de gravedad en su abdomen. De inmediato emprende la huida en la motocicleta, al ser perseguido por la policía, para más adelante bajarse del rodante y enfrentarse a tiros con la autoridad.
- Por esos comportamientos se efectuó la condigna imputación y subsiguiente acusación, bajos los rubros de TENTATIVA DE HOMICIDIO AGRAVADO (art.103 y 104.2), HURTO CALIFICADO y AGRAVADO (arts.239, 240.5 y 241.10, PORTE ILEGAL DE ARMA DE FUEGO (art.365, agravada al tenor del numeral tercero por haberse opuesto resistencia en forma violenta contra el requerimiento de la autoridad) y VIOLENCIA CONTRA SERVIDOR PÚBLICO (art.429).
- Llegado el día y hora de la audiencia pública de juicio oral, se recepcionaron diversos testimonios, al final de los cuales el procesado toma la palabra para decir que acepta los cargos tal y como vienen configurados en el escrito de acusación. Ante esa circunstancia, se dispuso suspender el acto y se convocó para la lectura del fallo de carácter condenatorio.

- La señora Juez Tercero Penal del Circuito de esta capital, decide condenar al procesado LÓPEZ JIMÉNEZ como autor material responsable en los delitos de TENTATIVA DE HOMICIDIO, HURTO CALIFICADO-AGRAVADO y PORTE ILEGAL DE ARMA AGRAVADO, en iguales términos en que fueron concebidos por el ente Fiscal, a cuyo efecto estimó proporcional y justa una sanción privativa de la libertad de ciento noventa y cinco (195) meses de prisión, resultado de una dosificación con el descuento de la sexta parte por aceptación de los cargos en esta etapa procesal. No así en lo que hace con el delito de Violencia contra Servidor Público, por el cual absolvió en consideración a que el citado porte de arma fue agravado precisamente por esta circunstancia.
- La Defensa no estuvo de acuerdo con el fallo y por eso lo impugnó, razón para que la actuación se encuentre ante este Tribunal para la definición de la segunda instancia.

2.- El Debate

Esos motivos de inconformidad, los hizo consistir el señor apoderado, en lo siguiente:

- El procesado acepta que hurtó, pero no admite que haya querido matar a este ciudadano que salió en defensa de la dama, por ello, considera que fue una equivocación el habérsele condenado por Tentativa de Homicidio.

- Es verdad que terminó aceptando los cargos, pero es que en realidad no entendía los mismos; en esas condiciones, solicita que la condena sea por lesiones personales dolosas agravadas.

- Estima igualmente, que aquí no se hizo una identificación correcta del procesado, pues aparece con dos nombres. En ese sentido tanto la acusación como la sentencia, no son claras, y puede llegar a presentarse un perjuicio para personas de bien que se encuentran en las calles con iguales nombres.
- En cuanto a la dosificación, la señora Juez no partió del mínimo estipulado por la ley, sino de catorce meses más sobre ese límite inferior, razón por la cual solicita del Tribunal aplicar la sanción mínima y descartar los citados catorce meses que lo perjudican.

A su turno, el procesado nos refiere que su intención era “irse de sentencia anticipada” desde un comienzo, pero el abogado que lo estaba asistiendo le decía que era capaz de bajarle eso a meras lesiones. La verdad es que no iba matar a este señor, pues sólo le hizo un tiro pudiendo hacerle varios.

A todo lo anterior refutó el señor Fiscal:

- Está de acuerdo en todo lo consignado en el fallo, tanto con respecto a la responsabilidad como con la pena señalada, por eso no la impugnó.

- Considera que no hubo errada identificación, pues se trata en realidad de LUIS FERNANDO LÓPEZ JIMÉNEZ según los datos que aparecen consignados en el escrito de acusación. Aunque no se logró obtener la cartilla decadactilar en la Registraduría del Estado Civil para el correspondiente cotejo, un informe pericial dactiloscópico nos indica que se trata de la misma persona reseñada.

3.- La Decisión

Como vemos, los motivos de disenso los podemos resumir en tres: la equivocada calificación de la conducta (no tentativa de homicidio agravado, sino lesiones personales), la no identificación del justiciable y un desacuerdo con la dosimetría penal. Sobre esos tópicos entonces se concretará el análisis de la Sala, no sin antes recordar que el asunto objeto de impugnación culminó con un fallo de condena a petición del procesado quien se allanó a los términos de la acusación, y que la prueba es contundente en orden a pregonar que la persona que fuere imputada, fue quien hurtó un bolso a la señora MÓNICA GARCÍA, huyó y para asegurar la consumación del hecho disparó contra el cuñado de ésta, lo mismo que contra la autoridad de policía, con las consecuencias ya conocidas.

No se discute, ni hay lugar a poner en duda por tanto, la real ocurrencia de los hechos, tanto de aquél que afectó el patrimonio económico en forma injustificada, como del acontecimiento de sangre que sobrevino. Uno y otro contexto, están unidos por una relación de causalidad, como quiera que el disparo se realizó con el fin de perfeccionar el latrocinio. Son situaciones que no se pueden desligar ni fáctica ni jurídicamente pues se trata de los llamados delitos coordinados por conexidad paratática.
Es bien evidente también, que quien se atreve a cometer un hurto en las modalidades que aquí se ponen de presente, es decir, prevalido de un arma de fuego y en persona indefensa, está mentalmente predispuesto a asumir las consecuencias connaturales a su acción, entre las cuales no sólo está, por supuesto, el de la apropiación como propósito directo, sino también y por eventualidad de manera indirecta, el uso del instrumento para conseguir el objetivo, a costa incluso de la integridad física de las personas. Palabras más, palabras menos, ningún personaje que se aventure en esta empresa, lleva un arma letal en forma decorativa, la lleva precisamente para utilizarla en el momento en que las circunstancias lo requieran.
Si el hurto y el porte ilegítimo del artefacto, son conductas materialmente inequívocas porque surgen de la propia acción realizada, es decir, se concretan en los actos de apropiación y tenencia sin permiso de autoridad competente para el efecto; no se puede predicar igual cosa del homicidio en grado de tentativa en oposición a las lesiones personales. 
Tanto la descripción típica del homicidio tentado como de las lesiones personales, exigen que el agente ocasione un daño en la salud de un semejante, ese es su fundamento esencial. Lo que las diferencia, es el aspecto volitivo que involucra la intencionalidad, situación de difícil concreción en el ámbito probatorio, por la impenetrabilidad en que se encuentra el funcionario de abordar el pensamiento del individuo al momento de su obrar.
Precisamente por eso, la doctrina tiene proyectado un test de objetividad fundado en la extracción de situaciones de las cuales podría derivarse una u otra intención. Para dilucidar ese estado de ánimo en el agente en ese preciso momento, son de vital importancia lo que diera en llamar Marcelo FINZI
 las “deducciones de conjeturas externas”, también mencionadas por CARRARA bajo la denominación de “criterios de presunción”. Se clasifican en dos grupos: Uno, que comprende la intención que se deduce de la modalidad del hecho, enumerándose como factores del mismo (medio operado, dirección, número o violencia de los golpes, condiciones de espacio, tiempo y lugar, y las situaciones conexas a la acción delictuosa). Otro, formado por las circunstancias que pudieran respaldar la hipótesis acerca de la intención de matar (las manifestaciones del culpable, sus actividades anteriores al delito, las relaciones entre el autor y la víctima, la causa para delinquir y la índole del culpable). Al respecto se deja en claro que para determinar la intención de mayor gravedad no es menester que todos y cada uno de los aspectos tengan resultado desfavorable al procesado, basta con que en su conjunto la muestren como la opción más factible por sobre el simple deseo de lesionar.

En el caso a estudio, se plantean argumentos en pro y en contra de cada tesis, pues mientras el procesado nos habla de que sólo hizo un disparo contra la humanidad de la víctima, habiendo podido realizar otros más, el fallo de la señora Juez, acorde con el pensamiento Fiscal, sostiene que ese disparo se hizo a corta distancia, hacia zonas vitales del cuerpo del afectado y en circunstancias que avizoran una intención homicida; y que, si no se produjo el resultado muerte, se debió a la oportuna intervención hospitalaria.

A juicio del Tribunal, el no haberse hecho sino un disparo, es en realidad una afirmación relativa en orden a pregonar o no la mera intención de lesionar y no de matar, pues corresponde tener en cuenta que para ese instante al hurtador fugitivo no le quedaba otra alternativa que hacer el primer disparo y continuar huyendo, en atención a la presencia de la autoridad policiva, con la que, dicho sea de paso, también se enfrentó.

Hasta aquí la visión que tiene la Sala con respecto a cuál de las dos posiciones tiene mayor posibilidad de prosperar.

Pero veamos ahora otra situación de orden eminentemente procesal y no probatoria, que también corresponde analizar porque conlleva a la negación de lo que la parte recurrente solicita. Se trata de lo siguiente:

El tema en controversia es siempre un tema complejo por la cantidad de factores que confluyen, por lo cual, se hace inevitable el agotamiento del debate probatorio en juicio, lo que equivale a decir que es trascendental el contradictorio; sin embargo, esa confrontación no se dio en el caso en estudio, y no sucedió así por voluntad expresa del acusado quien prefirió allanarse a los cargos antes que refutar la acusación.
Fue el procesado, debidamente informado y asistido de un defensor técnico, quien decidió en ese instante cesar la actuación, renunciar al derecho de no autoincriminación y al consiguiente debate. No fueron por supuesto la judicatura ni los restantes sujetos procesales los responsables de ese corte procesal, en consecuencia, sólo al procesado le corresponde asumir los efectos de su determinación.
Y el procesado LÓPEZ JIMÉNEZ sí que era consciente de las dos opciones jurídicas que tenía por delante, pues con sus propias palabras, cortas, pero contundentes, dejó en claro que se fue a juicio porque su apoderado lo convenció de que era posible obtener el cargo inferior de lesiones que le era más favorable; en otras palabras, se arriesgó hasta lo último, pero a conciencia se definió por la aceptación de la Tentativa de Homicidio en pleno juicio y de conformidad con esa imputación, como no podía ser de otra manera, fue condenado.
De lo anterior se extrae sin mayor esfuerzo, que si se diera lugar a rebatir a fondo en esta segunda instancia lo relativo a la prueba sobre tan particular asunto, se estaría autorizando trasladar ante el Tribunal una controversia que se debió haber dado en la primera instancia y que no se dio por lo ya conocido. Sería permitir un doble juego no autorizado, porque de una parte se hace lo pertinente para acceder en la primera instancia a la rebaja por aceptación de cargos en el delito mayor; pero a continuación, se solicita desconocer esa sentencia en lo que lo perjudica para que se varíe la responsabilidad hacia un delito de menor entidad.
Sea como fuere, si el análisis que se ha hecho de los pros y los contras para una u otra tipificación, nos lleva a concluir que no es evidente la configuración de unas meras lesiones por sobre la Tentativa de Homicidio, es nuestro deber decir que la señora Juez no erró al acoger la imputación contenida en el pliego acusatorio y aceptada válidamente por el procesado en la audiencia del juicio oral.

Fue sabio por tanto el legislador al establecer la prohibición de retractación cuando ya ha existido un pronunciamiento judicial que avala la aceptación de los cargos, como fue, ni más ni menos, lo que ha ocurrido en este caso. 
Con respecto a la identidad del procesado, corresponde decir que si bien lo ideal es poder cotejar los datos de la persona incriminada con los que se poseen en la Registraduría del Estado Civil, para arribar a una plena e inequívoca identificación, es lo cierto que en muchas ocasiones ello no es posible por múltiples motivos, entre ellos obviamente el no estar registrada la persona en la entidad oficial por ser indocumentado. Tal situación, frecuente en nuestra comunidad, no impide por supuesto su vinculación procesal, pues lo importante no es propiamente la identidad sino la individualización, es decir, que se tenga claro que fue esta persona y no otra la autora del ilícito. En tal sentido, es factible que se ignore el nombre, sus datos personales y familiares, pero basta que se trate de un ser determinado o determinable por sus características morfológicas, físicas y huellas dactilares, que lo distingan de los demás, para que pueda ser sujeto pasivo de la acción penal.
Para el caso específico, no fue posible confrontar las huellas decadactilares del aprehendido con los archivos de la Registraduría, pero se sabe que corresponde al nombre de LUIS FERNANDO LÓPEZ JIMÉNEZ, natural de Medellín donde nació el 18 de enero de 1982, hijo de Amparo Jiménez y de Fernando López, soltero, de ocupación obrero de lámina y pintura, con noveno grado de instrucción, residente en Villa Navarra Cuba Mz. 5 Casa 17, de estatura 1,75 m y demás datos físicos generales adosados al expediente según cartilla de identificación de la Dijin (obrante al fl. 19 de la carpeta). 
Por demás, un estudio lofoscópico comparativo entre el dedo índice de la mano derecha que obra en la tarjeta biográfica decadactilar del recluso, arrojó UNIPROCEDENCIA con la impresión dactilar que aparece en la tarjeta biográfica dactilar en los registros del C.T.I. en esta localidad (cfr. estudio técnico que obra entre fls. 41 y 44 en los registros).
No encuentra por tanto obstáculo alguno esta Sala de Decisión, para sostener que la persona aquí procesada se encuentra debidamente individualizada, sin que exista posibilidad de confusión por homonimia como lo sugiere el recurso, y que ante la afirmación en la audiencia del juicio por parte del procesado en el sentido de que su verdadero nombre era LEONARDO ANDRÈS LONDOÑO GONZÁLEZ, estuvo bien la sentencia al hacer claridad en que la condena recaía en LUIS FERNANDO LÒPEZ JIMENEZ o LEONARDO ANDRÈS LONDOÑO GONZÀLEZ, pues establecido está, como se desprende de los antecedentes obrantes en su contra, que esta persona acostumbra cambiarse de nombres aprovechando el hecho de ser un indocumentado. Así las cosas, la sanción impuesta ha recaído en el verdadero autor y hay lugar a la ejecución penal.

Finalmente, y en lo que hace con la dosificación punitiva, no se puede pretender que el funcionario judicial aplique automáticamente la sanción mínima establecida por la ley para el punible, cuando son las mismas normas rectoras de la dosificación penal que habilitan la discrecionalidad reglada en esta materia por parte del Juez. Es deber del funcionario motivar en cada caso las razones que le asisten para tasar tal o cual sanción dentro de los parámetros de movilidad establecidos; pero, es también deber de la parte que se opone, decir porqué no está de acuerdo con esa ponderación racional. 

Lo que aquí se observa, es que la señora Juez sí motivó fundadamente ese movimiento discrecional entre los extremos punitivos, pues dijo que así procedía por las connotaciones de suma gravedad del comportamiento atribuido, lo mismo que a los factores de personalidad reflejados en plurales antecedentes judiciales que hacen evidente que se trata de un sujeto proclive al delito, y que la pena en este caso obedecía a la necesidad de hacer efectivas las funciones de prevención general y especial. Contrario sensu, nada se dijo en el recurso para refutar tan específicos argumentos que brotaban evidentes de la realidad procesal. En tal sentido, la Sala encuentra ajustada a la razonabilidad y a la proporción la dosificación que ha efectuado la señora Juez y no puede menos que avalarla en toda su extensión.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de impugnación.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE               
       VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
La Secretaria de la Sala, 


�  En su obra La intenzione de uccidere, citada por la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 27 de Octubre de 1986.
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